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C.A. de Valpara soí

Valpara so, cinco de diciembre de  de dos mil dieciocho.í
VISTO: 
En  estos  antecedentes,  correspondientes  al  proceso  Rol  de 

Ingreso N  6552-2018 (Protecci n), comparece el abogado don Gast n° ó ó  
Bor  Bacigaluppi,  é en representaci n de  ó Retai l  Chile  S.A. ,  quien 
deduce acci n constitucional de protecci n en contra de la sociedadó ó  
Servicios  Equifax  Chi le  Limitada,  representada por don Carlos 
Ellis Johnson Lathrop, fundada en que la recurrida [ ]  no obstante“ …  
ser informada formalmente con fecha 27 de junio del presente a o deñ  
su  ilegal  y  arbitrario  proceder,  mantiene  en  sus  registros  a  mi 
representada en calidad de morosa, en el denominado registro Bolet ní  
Eletr nico  Dicom  por  concepto  de  una  deuda  no  declarada  deó  
arrendamiento  , actuaci n a su juicio es del todo ilegal y arbitraria…” ó  
y  mediante la cual se habr an infringido las garant as constitucionalesí í  
establecidas  en  los  numerales 3 ,  4  y  21° ° °del  art culo  19  de  laí  
Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica,  que  aseguran  a  todas  lasó í ú  
personas la igual protecci n de la ley en el ejercicio de sus derechos; eló  
respeto y protecci n a la vida privada y a la honra de la persona y suó  
familia y el derecho a desarrollar cualquiera actividad econ mica queó  
no sea contraria a la moral, al orden p blico o a la seguridad nacional,ú  
respetando las normas legales que la regulen.

Refiere la recurrente que, en la fecha indicada, el representante 
legal de Retail Chile S.A. le dirigi  a Servicios Equifax Chile Limitadaó  
una solicitud en orden a que eliminara la  deuda en referencia  del 
denominado  Registro  Dicom  de  Arrendamiento ,  producto  que“ ”  
permite a un arrendador, sin expresi n de causa ni justificaci n algunaó ó  
y sin que se acredite una declaraci n de morosidad emanada de unó  
tribunal  de la  Rep blica  de la  parte  arrendataria,  ni  se permita  elú  
ejercicio  del  derecho  a  defensa  de  sta,   publicar  en  el  Bolet né í  
Comercial  Dicom deudas  de la  misma,  exigi ndose para ello  comoé  
nico requisito que el respectivo contrato de arrendamiento contengaú  

una estipulaci n en la que la arrendataria autorice el uso de sus datosó  
personales y su publicaci n en los registros de dicha empresa.ó

Adiciona  la  actora  que no hay  sentencia  judicial  alguna  que 
declare la existencia de una obligaci n morosa de la arrendataria, nió  
que establezca su cuant a, y que no obstante ello la recurrente figuraí  
como morosa en un registro compuesto por varios factores que, junto a 
otras variables, confluye en un factor de riesgo crediticio determinante 
para la obtenci n de cr ditos; que con ello se vulnera el art culo 17 deó é í  
la Ley N 18.101, que regula el arrendamiento de predios urbanos y°  
que fija la competencia de los tribunales  ordinarios de justicia para 
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conocer  de  los  asuntos  que  se  susciten  entre  arrendatarios  y 
arrendadores  en  virtud  de  un  contrato  de  arrendamiento  y  que  la 
publicaci n en comento y el rechazo a su eliminaci n le ha significadoó ó  
una  dificultad  en  la  obtenci n  de  cr ditos  y  para  obteneró é  
financiamiento de diversos proyectos. Adiciona que  A diferencia de lo“  
que puede ocurrir en el registro                     tradicional  del´ ´  
Bolet n   Comercial,  en  el  cual  se  informan las  morosidades  de losí  
instrumentos mercantiles protestados, que en su mayor a tienen m ritoí é  
ejecutivo por s  mismos, en el caso de una deuda de arrendamiento,í  
sta nace de un incumplimiento contractual entre las partes, situaci né ó  

que debe ser ponderada y luego declarada judicialmente para estar en 
una situaci n de morosidad  y que el registro que lleva la empresaó ”  
EQUIFAX   y  que  alimenta  el  Sistema  del  Bolet n  Comercial  de  laí  
C mara  de Comercio de Chile,  se aparta  de la  normativa vigente,á  
contenida en el Decreto Supremo N  950, de Hacienda, de 1928, que°  
establece que son los Tribunales de Justicia los que informar n a laá  
C mara de Comercio de Chile el listado de sentencias ejecutoriadasá  
que  condenen al  pago de las  rentas  insolutas  de  arrendamiento de 
bienes ra ces.  í

Por otra parte,  la  actora  califica  la  actuaci n  de la  recurridaó  
como arbitraria, habida consideraci n que s  se accedi  la eliminaci nó í ó ó  
del  registro  en  comento  del  codeudor  solidario,  por  no  haberse 
acompa ado la documentaci n  suficiente  respecto del  mismo,  peroñ ó  
que, sin embargo, no se dio lugar a la eliminaci n dela recurrente, aó  
pesar que se le acompa aron todos los antecedentes para analizar elñ  
caso concreto. 

Con  respecto  a  la  infracci n  de  la  garant a  constitucionaló í  
consagrada  bajo  el  numeral  3  del  art culo  19  de  la  Constituci n° í ó  
Pol tica de la Rep blica en vigor, esto es,  í ú La igual protecci n de la“ ó  
ley  en  el  ejercicio  de  sus  derechos ,  ” la  recurrente  aduce  que  al 
determinar  ante  s  la  existencia  de  una  morosidad  en  un  registroí  
p blico,  al  cual  acceden  instituciones  financieras,  Servicios  Equifaxú  
Chile Limitada ha invadido facultades privativas de los tribunales de 
justicia, constituy ndose en una comisi n especial.é ó

 Con relaci n a la garant a reconocida bajo el numeral 4  deló í °  
art culo 19 de la Carta Fundamental, o sea, í El respeto y protecci n“ ó  
de la vida privada y a la honra de la persona y a su familia , ” sostiene 
que  se  ha  vulnerado  groseramente  el  tratamiento  de  sus  datos 
personales,  siendo  publicada  en  registros  de  acceso  p blico,  comoú  
deudora  de  una  importante  suma  de  dinero,  sin  mediar  sentencia 
judicial que justifique la existencia de dicha deuda ni su cuant a. í

Y  en  cuanto  a  la  afectaci n  de  su  garant a  constitucionaló í  
consagrada  en  el  numeral  21  del  art culo  19  de  la  Constituci n° í ó  
Pol tica de la Rep blica, a saber, í ú E“ l derecho a desarrollar cualquiera  
actividad econ mica que no sea contraria a la moral, al orden p blicoó ú  
o  a  la  seguridad  nacional,  respetando  las  normas  legales  que  la  
regulen , ” la impugnante acusa que estas publicaciones le han causado 
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artificialmente un aumento en su predictor de riesgo en los informes de 
morosidad  que  env a  la  recurrida  a  las  instituciones  financieras,í  
afectando su patrimonio.

En fin, la impugnante precisa en su libelo recursivo que el acto 
impugnado  consiste  en  mantener  en  el  registro  de  morosidad  una 
deuda de arrendamiento no declarada judicialmente, actuaci n que aó  
su juicio vulnera las disposiciones constitucionales que invoca y pide a 
este  tribunal  superior  que  adopte  las  medidas  necesarias  para 
restablecer el imperio del Derecho y declare la ilegalidad del proceder 
de la recurrida, ordenando que sta elimine del registro inform tico laé á  
noticia que afecta negativamente a la recurrente, dentro del t rmino deé  
tres d as, bajo apercibimiento de lo dispuesto en el Auto Acordado deí  
la Excma. Corte Suprema para tales desobediencias. 

A fojas ciento noventa y cinco de estos antecedentes, comparece 
el abogado don Carlos D vila Izquierdo, en representaci n de la parteá ó  
recurrida,  Equifax  Chile  Limitada ,  evacuando  el  Informe  que 
prescribe el numeral 3  del Auto Acordado sobre Tramitaci n y Fallo° ó  
del Recurso de Protecci n de las Garant as Constitucionales, quien,  enó í  
primer lugar,   alega la extemporaneidad de la  acci n constitucionaló  
materia de autos, argumentando que la recurrente debi  haber tomadoó  
conocimiento de la publicaci n en referencia, a lo menos, el 27 deó  
junio de 2018, y como el recurso fue deducido con fecha 04 de agosto 
de 2018, se excedi  el plazo de 30 d as previsto en el Auto Acordadoó í  
de la Excma. Corte Suprema sobre la materia. 

Por  otra  parte  y  en  cuanto  al  fondo,  alega  que  no  existe 
prohibici n legal  para efectuar  la  publicaci n impugnada,  la  que seó ó  
enmarca  dentro  de  las  actividades  comerciales  que  ella  desarrolla, 
amparada  en la norma consagrada en el  art culo 19 N  21 de laí °  
Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

En cuanto a la confecci n de la base de datos, indica que laó  
misma  se  forma  con  los  antecedentes  aportados  por  los  asociados, 
siendo ellos los responsables de la exactitud de la informaci n que leó  
proporcionan.

Manifiesta  la  recurrida  que  es  obligaci n  del  suscriptor  noó  
ingresar morosidades respecto de las cuales se hayan concedido esperas, 
o existan juicios pendientes. 

Por otra parte, argumenta que el aportante libera a Equifax de la 
responsabilidad derivada del ingreso de datos inexactos. 

En cuanto al caso preciso materia de este proceso, sostiene que 
de la revisi n de los respaldos se constat  la existencia de una relaci nó ó ó  
contractual,  se alando  que  se  tratar a  de  una  controversia  sobre  lañ í  
existencia o no de la deuda, lo que ha de ser ventilado en un juicio de 
lato conocimiento, escapando a la finalidad de la acci n cautelar deó  
protecci n.ó

 Desde otra perspectiva, la recurrida alega la improcedencia de 
aplicar  la  Ley  19.628  a  las  personas  jur dicas,  acompa andoí ñ  
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jurisprudencia  y  antecedentes  respecto  de  este  t pico  y   pide,  enó  
definitiva, el rechazo del recurso interpuesto. 

A  fojas  266  comparece  do a  ñ Claudia  Marcela  Olivares  
Si lva, en calidad de arrendadora del inmueble cuyo arrendamiento 
habr a  generado la  deuda que motiv  la  publicaci n  materia  de laí ó ó  
acci n  de  autos,  quien   evacua  tambi n  informe  y  alega  laó é  
extemporaneidad de la acci n de protecci n, argumentando que ó ó la tal 
publicaci n fue efectuada con ó fecha 24 de enero de 2018, de manera 
que al  haber  sido deducido el  recurso con fecha 04 de agosto del 
mismo a o, el mismo fue interpuesto fuera del plazo fatal de treintañ  
d as  previsto  en  el  se alado  Auto  Acordado  de  la   Excma.Corteí ñ  
Suprema. 

En subsidio y en relaci n a la falta de mandato para solicitar laó  
inclusi n de la arrendataria morosa en el registro de Equifax, indicaó  
que existe un error de transcripci n  ó en la cl usula decimotercera delá  
contrato suscrito entre la parte recurrente y la informante, conforme a 
la cual se faculta a la “Arrendataria  ” para que pueda dar a conocer la  
morosidad en el pago de las rentas de arrendamiento y consumos del  
inmueble individualizado. Alega que no obstante la redacci n de dichaó  
estipulaci n, ó resulta clara la intenci n de los contratantes en querer queó  
el  contrato  produzca  efecto  en  todas  sus  cl usulas  con  un  sentidoá  
l gico, citando las normas de interpretaci n de los contratoscontenidasó ó  
en los art culos 1560 y 1562 del í C digo Civil. ó

Informa  que  Equifax  sac  de  sus  registros  a  don  ó Cristian 
Eduardo Carvajal Segovia, codeudor solidario de la recurrente Retail 
Chile S.A., respecto de todas las obligaciones emanadas del contrato de 
arrendamiento en comento y de sus renovaciones, lo que fue rechazado 
mediante correo electr nico de 05 de julio del presente a o, el queó ñ  
adjunta a su presentaci n. En virtud de ello solicita a esta Corte deó  
Apelaciones pronunciarse al respecto, ordenando a Equifax reingresar 
al  nombrado codeudor  solidario  al  bolet n  electr nico Dicom y,  ení ó  
subsidio,  dar  indicaciones  o  recomendaciones  a  Equifax  para  el 
reingreso del mencionado codeudor.

En cuanto al contrato de arrendamiento en referencia, explica 
que celebr  dicha convenci n  ó ó con Retail  Chile  S.A.  en  calidad  de 
arrendadora  y  sta  como  arrendataria,  concurriendo  don  Cristiané  
Carvajal como codeudor solidario. Dice que a trav s de su abogadoé  
comenz  con negociaciones con la recurrente, pues sta manten a unaó é í  
deuda por no pago de las rentas de arrendamiento de los meses de 
noviembre de 2017, diciembre, una  parcialidad de 2017, gastos de 
consumo y multas por pagos atrasados durante el a o 2017, la queñ  
totalizaba la suma de $10.232.058.

A ade  que  las  conversaciones  con  Retail  Chile  S.A.  señ  
mantuvieron  desde  los  ltimos  dos  meses  de  enero  de  2017  hastaú  
inicios  de  2018  y  acompa a  copias  de  correos  electr nicosñ ó  
intercambiados entre las partes con el objeto de conciliar, lo que no se 
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produjo, se alando que por ello se envi  la morosidad al registro deñ ó  
Dicom. 

Pide,  en  definitiva,  declarar  la  acci n  de  protecci n  comoó ó  
extempor nea y, en subsidio,  rechazarla en raz n de los fundamentosá ó  
expuestos y ordenar al recurrido a reingresar al codeudor solidario, don 
Cristian Eduardo Carvajal Segovia al bolet n electr nicoí ó  DICOM. 

Por resoluci n de fojas 273, se orden  traer los autos en relaci n.ó ó ó  
CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
I.  En  cuanto  a  la  alegaci n  de  extemporaneidad  deló  

recurso:
PRIMERO:  Que,  constituye  un  hecho  no  discutido  e 

indubitado en el proceso, la permanencia de la parte recurrente, Retail 
Chile  S.A.  en  los  registros  de  la  recurrida  Servicios  Equifax  Chile 
Limitada, en calidad de deudora morosa de un d bito causado por uné  
contrato de arrendamiento.

SEGUNDO: Que el Auto Acordado sobre Tramitaci n y Falloó  
del Recurso de Protecci n de las Garant as Constitucionales, bajo eló í  
guarismo 1   establece que el  recurso de protecci n  se interpondr° ó á 
dentro  del  plazo  fatal  de  treinta  d as  corridos  contados  desde  la“ í  

ejecuci n delacto o la ocurrencia de la omisi n o, seg n el caso, seg nó ó ú ú  
la naturaleza de stos, desde que se haya tenido noticia o conocimientoé  
cierto de los mismos, lo que se har  contar en autos.á ”

TERCERO: Que, habida consideraci n que la actuaci n deó ó  
Servicios Equifax Chile Limitada que se reprocha en el recurso es su 
negativa a eliminar del Bolet n Electr nico Dicom a la recurrente, í ó acto 
que se materializ  con la negativa de la misma en orden a practicaró  
dicha eliminaci n en su carta respuesta de fecha 05 de julio de 2018,ó  
dirigida a la recurrente, distinguiendo la situaci n de sta con la deló é  
codeudor  solidario,  respecto  de  quien  s  accedi  a  la  eliminaci ní ó ó  
solicitada, la acci n constitucional de protecci n incoada con fecha deó ó  
04  de  agosto  de  2018  debe  tenerse  como  interpuesta  dentro  del 
t rmino  expresado  en  el  precepto  jur dico  trascrito,  debiendo  poré í  
consiguiente, rechazarse la extemporaneidad alegada por la recurrida.

2.  En  cuanto  al  fondo  de  la  acci n  const i tucional  deó  
protecci nó :

CUARTO:  Que  la  acci n  de  protecci n  consagrada  en  eló ó  
art culo  20  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  constituyeí ó í ú  
jur dicamente una acci n de naturaleza cautelar, destinada a ampararí ó  
el leg timo ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que en laí í  
misma disposici n  se  indican,  mediante  la  adopci n  de medidas  deó ó  
resguardo que se deben tomar ante un acto u omisi n arbitrario  oó  
ilegal que impida, amague o perturbe su ejercicio.

QUINTO:  Que, en la especie,  es menester tener en cuenta 
que, si bien el art culo 1  de la Ley N  19.628, rotulada Protecci n deí ° ° “ ó  
Datos de Car cter Personal  impone obligaciones a quienes efect en elá ” ú  
tratamiento de tales datos, entre los que destaca el respeto por el pleno 
ejercicio de los derechos fundamentales de los titulares de los mismos y 
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de las facultades que dicha ley les reconoce; que el art culo 2  letra f)í °  
dela misma norma jur dica dispone que se entender  por  í á Datos de“  
car cter  personal  o  datos  personales:  los  relativos  a  cualquierá  
informaci n  concerniente  a  personas  naturales,  identificadas  oó  
identificables ; ” que la letra ) del mismo art culo entiende por titular añ í  
la persona natural a la que se refieren los datos de car cter personal ;“ á ”  

y que la historia fidedigna de este cuerpo normativo y numerosos fallos 
jurisprudenciales son indicativos de que la protecci n legal va dirigida aó  
la  persona  natural,  excluy ndose  por  consiguiente  a  las  personasé  
jur dicas,  no  es  menos  verdadero  que  el  resguardo  constitucionalí  
dispensado por el art culo 20 de nuestra Carta Fundamental a trav sí ° é  
de  la  acci n  de  protecci n  respecto  de  los  derechos  y  garant asó ó í  
constitucionales asegurados en su art culo 19  que indica no solamenteí °  
alcanza a las hip tesis de actos u omisiones ilegales, sino tambi n a lasó é  
de  actos  u  omisiones  arbitrarios,  habi ndose  asentado  en  laé  
jurisprudencia  de nuestros  tribunales  superiores  de  justicia  que  la“  
arbitrariedad implica carencia de razonabilidad en el actuar u omitir; 
falta de proporci n entre los motivos y el fin a alcanzar; ausencia deó  
ajuste entre los medios empleados y el objetivo a obtener, o aun la 
inexistencia de los hechos que fundamentan un actuar, lo que pugna 
contra  la  l gica  y la  recta  raz n  (Corte  de  Apelaciones  de  Puntaó ó ”  
Arenas, 22 de Septiembre de 1.993, Revista Gaceta Jur dica, N  166,í °  
p g. 90;á   Corte de Apelaciones de Santiago, 05 de Marzo de 1.992, 
Revista Gaceta Jur dica,  N  141,  p g.  90; Corte de Apelaciones deí ° á  
Santiago, 30 de Abril de 1.993, Revista Gaceta Jur dica, N  154, p g.í ° á  
64;  Corte  Suprema,  26  de  Septiembre  de  1.996,  Revista  Gaceta 
Jur dica,  N  195,  p g.  64.í ° á ” 
http://www.diarioconstitucional.cl/articulos/comentario-a-una-
sentencia-de-la-excelentisima-corte-suprema-en-materia-de-accion-
constitucional-de-proteccion-del-derecho-a-la-integridad-psiquica/)

SEXTO:  Que, asimismo, la doctrina nacional est  conteste ená  
que [ ] Frente a esta situaci n, que amenaza convertir la acci n de“ … ó ó  
protecci n  de garant as  fundamentales  en un recurso de control  deó í  
legalidad, cabe preguntarse por la funci n que puede tener el conceptoó  
de arbitrariedad como una alternativa a la ilegalidad para controlar la 
juridicidad de los actos administrativos que aplican correctamente la 
ley, pero afectan alguna de las garant as constitucionales Al tratarse laí …  
ilegalidad y la arbitrariedad de presupuestos alternativos de la acci nó  
de protecci n, cabe preguntarse por los efectos de las combinaciones enó  
que  el  acto  u  omisi n  es  legal  pero  arbitrario,  o  bien  ilegal  peroó  
razonable.  Ateni ndonos  estrictamente  al  criterio  que  asocia  laé  
arbitrariedad al mbito de las potestades discrecionales, y la ilegalidadá  
de las potestades regladas, deber amos concluir que no es posible queí  
un  mismo  acto  u  omisi n  sea  imputable  de  ambos  reproches  deó  
antijuridicidad, porque lo reglado y lo discrecional se excluyen. Si así 
fuera, la distinci n que  ó a priori  aparece como una garant a de queí  
toda la actividad de la Administraci n es susceptible de ser recurridaó  
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por este remedio procesal, se puede transformar en un obst culo queá  
deje en la indefensi n a los afectados por un acto legal pero injustoó  
(inconstitucional, dir amos). Por otra parte, no podr a explicarse que uní í  
mismo acto fuera simult neamente ilegal y razonable Sin embargo, laá  
distinci n anotada no es interpretada por nadie tan restrictivamenteó  
que excluya la posibilidad de que existan actos legales pero arbitrarios 
o ilegales pero razonables. As , Pfeffer admite la posibilidad de que uní  
acto que es l cito por no contrariar norma legal alguna, puede no“ í  

obstante  ser  arbitrario ,  al  carecer  de  fundamento  o  ser”  
desproporcionado en relaci n al fin. Cea advierte sobre el valor queó  
debe otorg rsele al t pico de la arbitrariedad en contraposici n a laá ´ ó ó  
legitimidad  de  la  conducta,  porque  ese  es  un  criterio  esencial  y 
sustantivo , a diferencia de la legitimidad, que es un criterio formal.´ ” 
Parece sugerir  porque no lo  dice  que un acto arbitrario,  aunque– –  
fuera formalmente legal, satisfar a el presupuesto de arbitrariedad delí  
recurso de protecci n. Una sentencia de 1988 se hace cargo de estaó  
posibilidad  al  definir  el  acto  arbitrario  como  aquel  que  no  es“  
proporcionado, no es justo o equilibrado, en el que se respeta en forma 
aparente  la  ley,  pero  existe  una  desviaci n  del  fin  que  justifica  eló  
precepto legal  (” Silva Irarr zaval, Luis Alejandro. La Funcionalidad delá  
Concepto Arbitrariedad del Recurso de Protecci n. Revista de Derechoó  
Universidad Cat lica del Norte, vol. 14, n m. 2, 2007, pp. 169-174).ó ú

S PTIMO:  É Que,  aplicados  los  postulados  anteriormente 
consignados  al caso  sub lite y teniendo especialmente en cuenta el 
contendido la carta de 05 de julio de 2018, mediante la cual la parte 
recurrida  comunic  a  la  recurrente  su  decisi n  de  no  eliminar  suó ó  
supuesta morosidad de sus registros, aduciendo que la nica personaú  
facultada para los efectos, conforme a la estipulaci n decimotercera deló  
contrato  de  arrendamiento  cuyo  incumplimiento  origin  dicha  laó  
morosidad  era  la  arrendataria  y  que  respecto  del  codeudor  se orñ  
Carvajal Segovia, en cambio, s  se efectuar a dicha eliminaci n porqueí í ó  
los respaldos enviados no cumpl an con la normativaí , haciendo as  unaí  
discriminaci n favorable a ste no obstante la naturaleza y efectos deló é  
instituto  de  la  solidaridad  pasiva,  y  considerando  adem s  laá  
circunstancia  que  la  publicaci n  efectuada  en  los  registros  de  laó  
recurrida respecto de una presunta deuda originada de un contrato 
cuyo  cumplimiento  no  ha  sido  reclamado  trav s  del  ejercicio  deé  
ninguna de las acciones o mecanismos procesales que el Ordenamiento 
Jur dico  dispensa  al  acreedor,  quien  ha  preterido  la  v a  judicial  yí í  
utilizado directamente un medio indirecto para compeler al deudor a 
su pago, cual es la publicaci n en el Bolet n Electr nico de Dicom queó í ó  
se denuncia, se puede concluir que la actuaci n de la recurrida que seó  
recrimina por la recurrente trasunta un comportamiento antijur dico yí  
arbitrario presupuesto b sico e indispensable para la admisibilidad y– á  
acogimiento del recurso- en cuanto afecta de modo directo la imagen y 
prestigio de sta,  vulnerando las  garant as  constitucionales  invocadasé í  
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por la misma, motivo por el cual la acci n constitucional ha de seró  
acogida.

OCTAVO:  Que,  por  lo  dem s,  no  procede  atribuir  a  laá  
cl usula  signada  con  el  guarismo  decimotercero  del  contrato  deá  
arrendamiento invocado por la recurrida el efecto de la autorizaci nó  
que prev   el art culo 4  de la  Ley N  19.628, m xime cuando sué í ° ° á  
redacci n es defectuosa, lo que ha devenido en controversia entre lasó  
partes, y su correcto sentido y alcance no se ha determinado a trav sé  
de la v a procesal pertinente. í

NOVENO:  Que, en lo tocante a la solicitud efectuada por la 
persona que enarbola la calidad de arrendadora en el mismo contrato, 
dirigida a que se disponga la inclusi n en el registro de morosidad deó  
Dicom  de  quien  figura  como  su  codeudor  solidario  en  dicha 
convenci n, esto es, a  ó don Cristian Eduardo Carvajal Segovia,  cabe 
hacer  extensivos  los  razonamientos  consignados  en  los  motivos 
precedentes y, adem s, se alar que tal petici n escapa a la naturalezaá ñ ó  
cautelar  y  al  objeto  de  la  acci n  de  protecci n,  am n  que  laó ó é  
peticionaria no tiene la calidad de parte en esta litis, por lo que será 
rechazada.

Por los motivos y normas jur dicas precedentemente rese ados yí ñ  
conforme, adem s,  con lo previsto en Auto Acordado de la Excma.á  
Corte Suprema, sobre Tramitaci n y Fallo del Recurso de Protecci nó ó  
de las Garant as Constitucionales, í se   acoge  el recurso de protecci nó  
deducido  por el  abogado  don  Gast n  Bor  Bacigaluppi,  ó é en 
representaci n  de  ó Retai l  Chi le  S.A.,  en  contra  de  Servicios  
Equifax  Chile  Limitada , sin costas, debiendo la recurrida eliminar 
de  sus  registros  las  presuntas  deudas  informadas  por  do a  Claudiañ  
Marcela Olivares Silva respecto de la recurrente, inmediatamente que 
el presente fallo quede ejecutoriado.  

Reg strese, notif quese y arch vese en su oportunidad. í í í
Redactor: Abogado Integrante  do a Sonia Maldonado Calder nñ ó  
Se  deja  constancia  que  no firma  la  Abogado  Integrante  Sra. 

Maldonado, no obstante haber concurrido a la vista y al acuerdo de la 
causa,  por encontrarse ausente.

N°Protecci n-6552-2018ó .
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Pronunciado por la Segunda Sala de la C.A. de Valparaíso integrada por los Ministros (as) Max Antonio

Cancino C., Maria Del Rosario Lavin V. Valparaiso, cinco de diciembre de dos mil dieciocho.

En Valparaiso, a cinco de diciembre de dos mil dieciocho, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la

resolución precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 12 de agosto de 2018, la hora visualizada
corresponde al horario de verano establecido en Chile
Continental. Para Chile Insular Occidental, Isla de Pascua
e Isla Salas y Gómez restar 2 horas. Para más
información consulte http://www.horaoficial.cl.
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